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“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

 

A – 067 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: Edificio Danzas P.H. 

Demandado: Santiago Enrico Maya Gómez 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 005 2022 00017 01 

Asunto: Estima indebidamente denegado, admite apelación. 

 

Medellín, doce (12) de mayo del dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a desatar el recurso de queja interpuesto por 

la parte demandante contra el auto del 16 de febrero de 2022, que rechazó 

por improcedente el recurso de apelación presentado contra el auto que, a su 

vez, dispuso el rechazo de la demanda por falta de competencia.  

 

ANTECEDENTES 

El Edificio Danzas P.H. presentó demanda genitora del proceso verbal de la 

referencia, pretendiendo que se declare, de manera principal, que el señor 

Santiago Enrico Maya Gómez se encuentra ocupando de manera irregular 

zonas comunes de la copropiedad y que, en consecuencia, se ordene tanto la 

restitución de las mismas como la demolición de las modificaciones allí 

efectuadas. De manera subsidiaria, pidió que se declare que el demandado 

está ocupando a título de posesión dichas zonas comunes y que, en 

consecuencia, se ordene su restitución y la demolición de las aludidas 

modificaciones. Todo ello, aunado a la respectiva condena en costas. 

 

Por auto del 27 de enero de 2022, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de 

Medellín rechazó por competencia la demanda, indicando que al referirse a 

controversias sobre propiedad horizontal, el asunto debe ser conocido por los 
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jueces civiles con categoría municipal y tramitarse bajo el procedimiento 

verbal sumario consagrado en los artículos 390 y siguientes del CGP; en 

consecuencia, ordenó el envío del expediente para reparto entre los jueces 

civiles municipales de Medellín. Contra tal decisión, la parte demandante 

presentó recurso de reposición y en subsidio apelación el 4 de febrero del 

presente año, recursos que fueran rechazados por improcedentes mediante 

auto del 16 de febrero, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 139 

CGP.  

 

Contra esta última decisión, la parte demandante formuló reposición y en 

subsidio queja. A través de auto del pasado 3 de marzo, el despacho resolvió 

de manera desfavorable el recurso horizontal y concedió el de queja, tras 

considerar: “Conforme con lo anterior, se advierte claramente que tanto las 

providencias que rechazó la demanda y que negó los recursos interpuestos 

frente a esta no prevén como autos susceptibles el primero de ellos de recurso 

alguno y el segundo de apelación. Acorde con lo señalado, no le asiste razón 

al recurrente cuando sostiene que el recurso de apelación procede cuando “se 

resuelve sobre el juicio de admisión de la demanda, al decidir el rechazo de 

la misma”, sin que ello pueda considerarse como una negativa de admitirla, 

en la medida que la competencia es un presupuesto para asumir el 

conocimiento del asunto”. 

 

CONSIDERACIONES 

Sobre la procedencia del recurso de queja establece el artículo 352 del Código 

General del Proceso: “Cuando el juez de primera instancia deniegue el recurso 

de apelación, el recurrente podrá interponer el de queja para que el superior 

lo conceda si fuere procedente. El mismo recurso procede cuando se deniegue 

el de casación”. Ya en lo relativo a su trámite, consagra el artículo 

inmediatamente siguiente, a saber, 353 ibídem:  

 

“El recurso de queja deberá interponerse en subsidio del de reposición contra 

el auto que denegó la apelación o la casación, salvo cuando este sea 

consecuencia de la reposición interpuesta por la parte contraria, caso en el 

cual deberá interponerse directamente dentro de la ejecutoria. 

 

Denegada la reposición, o interpuesta la queja, según el caso, el juez 

ordenará la reproducción de las piezas procesales necesarias, para lo cual se 
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procederá en la forma prevista para el trámite de la apelación. Expedidas las 

copias se remitirán al superior, quien podrá ordenar al inferior que remita 

copias de otras piezas del expediente. 

 

El escrito se mantendrá en la secretaría por tres (3) días a disposición de la 

otra parte para que manifieste lo que estime oportuno, y surtido el traslado 

se decidirá el recurso. 

 

Si el superior estima indebida la denegación de la apelación o de la casación, 

la admitirá y comunicará su decisión al inferior, con indicación del efecto en 

que corresponda en el primer caso”. 

(Negrillas fuera del texto original) 

 

De la lectura de la norma se colige con claridad que el recurso de queja es 

procedente en el presente caso, habida cuenta que la concesión de la 

apelación formulada frente al auto que rechazó por competencia la demanda, 

fue negada a través de proveído del 16 de febrero hogaño. Descendiendo al 

fondo del asunto, advierte el Despacho que no asiste razón al a quo en su 

determinación, por las razones que pasan a exponerse. 

 

La procedencia del recurso de apelación en el C.G.P. se encuentra regulada 

en el artículo 321 que, en lo referente a autos, presenta una lista taxativa, 

cuyo numeral dispone: “1. El que rechace la demanda, su reforma o la 

contestación a cualquiera de ellas”, sin condicionamiento alguno, es decir, no 

hace depender la viabilidad de dicho recurso del motivo de rechazo. 

 

Por su parte, el artículo 139 ibídem, que integra el Capítulo I “Conflictos de 

competencia” del Título V, Sección Segunda del Libro Segundo, establece en 

lo pertinente: “Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de 

un proceso ordenará remitirlo al que estime competente. Cuando el juez que 

reciba el expediente se declare a su vez incompetente solicitará que el 

conflicto se decida por el funcionario judicial que sea superior funcional común 

a ambos, al que enviará la actuación. Estas decisiones no admiten 

recurso 

(…) El juez que reciba el expediente no podrá declararse incompetente cuando 

el proceso le sea remitido por alguno de sus superiores funcionales.” 
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Un análisis armónico y sistemático de las citadas normas, a la luz de los 

parámetros de interpretación fijados por el artículo 11 del mismo estatuto, 

permite colegir que el rechazo por incompetencia deviene en inapelable sólo 

en el supuesto de que el funcionario a quien le es remitida la demanda pueda 

a su vez declararse incompetente y provocar conflicto ante el superior 

funcional común de ambos. No siendo así, como en este caso sucede, es 

procedente la apelación, por las razones que pasan a explicarse. 

 

Cuando existe la posibilidad de plantear el conflicto, se justifica la 

inapelabilidad del auto que rechaza la demanda, en razón de que el eventual 

yerro del funcionario remitente puede ser corregido por el superior funcional 

común de ambos, si el destinatario a su vez se declara incompetente y 

provoca la intervención de aquél. Y son así las cosas porque admitir la 

apelación del auto en tales circunstancias, implicaría que el superior del 

funcionario remitente se adelantase a resolver un conflicto que nadie ha 

propuesto y para el cual, eventualmente, pudiera no ser competente por no 

ser el superior funcional común de ambos jueces. 

 

Pero cuando el juez destinatario no puede declararse incompetente por ser el 

remitente su superior funcional, como es el caso que nos ocupa, se torna 

imperiosa la aplicación de lo dispuesto por el artículo 321-1 del C.G.P., pues 

conforme a la preceptiva del art. 11 ib., que hace parte del Título Preliminar 

“Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de 

los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley 

sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las normas del 

presente Código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios 

constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso 

el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás 

derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de 

cumplir formalidades innecesarias”. 

 

Ahora bien, del debido proceso hace parte el derecho al juez natural o 

competente (art. 29 C.P) y, como la decisión del juez remitente puede ser 

equivocada, hay que garantizarle al inconforme su derecho a la doble 

instancia a fin de que el superior de aquél enmiende el eventual yerro. 
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No puede pasar por alto esta instancia lo afirmado por la parte recurrente en 

el sentido que, esta misma situación, se presentó en el proceso con radicado 

05001 31 03 005 2021 00264, en el que el a quo ordenó la remisión del 

asunto para reparto entre los jueces civiles municipales y, avocado el 

conocimiento del asunto, el Juzgado Noveno Civil Municipal “declaro que el 

mismo no era competente para conocer la pretensión real de restitución y/o 

reivindicatoria, en razón a la cuantía, y exigió que para poder conocer y dar 

trámite al proceso, la modificación de la demanda y suprimir las pretensiones 

reales de restitución y/o reivindicatoria y adecuarlas, de tal forma que el litigio 

pudiese mutar a una controversia contractual de aquellas previstas en el 

artículo 17 del Código General del Proceso”; cuestión que, en esencia, implica 

negar al ciudadano el acceso a una administración de justicia real y efectiva. 

 

En atención a lo expuesto, la suscrita Magistrada, ESTIMA 

INDEBIDAMENTE DENEGADO el recurso de apelación presentado de 

manera subsidiaria, contra el auto del 27 de enero del calendario en curso, a 

través del cual el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Medellín se declaró 

incompetente para conocer la demanda y ordenó la remisión a los juzgados 

civiles municipales de Medellín para su conocimiento. En consecuencia, se 

ADMITE el referido recurso de alzada, en el efecto devolutivo.  

 

 

NOTIFÍQUESE  

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

Firmado Por:

 

 

Piedad   Cecilia Velez   Gaviria

Magistrada
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